Libro de Acuerdos Nº 55, Fº 801/806, Nº 259. En la Ciudad de San Salvador de Jujuy, Provincia de Jujuy, República Argentina, a los veintinueve días del mes de mayo del año dos mil doce, los señores jueces del Superior Tribunal de Justicia, doctores Clara D. L. de Falcone, José Manuel del Campo, María Silvia Bernal, Sergio Marcelo Jenefes y Sergio Ricardo González, bajo la Presidencia de la primera de los nombrados, vieron el Expte. 8359/11, caratulado: “Recurso de Inconstitucionalidad interpuesto en Expte Nº 216653/09 (Sala I – Tribunal Contencioso Administrativo) Recurso Contencioso Administrativo: “Alvarado Carlos Alberto c/ Caja de Asistencia y Previsión Social Para Abogados y Procuradores de la Provincia de Jujuy (C.A.P.S.A.P)”, del cual, 

La Dra. de Falcone, dijo: 

La Sala I del Tribunal Contencioso Administrativo con fecha 17 de Junio del 2011 dictó sentencia en el Expte. Nº B-216653/09, caratulado: Recurso Contencioso Administrativo: Carlos Alberto Alvarado c/ C.A.P.S.A.P., haciendo lugar al pedido de la actora y dejando sin efecto la Resolución Nº 18-RBP-09 dictada por el Consejo de Administración de la Caja de la Asistencia y Previsión Social de Abogados y Procuradores de la Provincia de Jujuy (en adelante C.A.P.S.A.P.) en fecha 04/06/09, manteniendo la vigencia de la Resolución Nº 17-RBP- 09 dictada el 19/03/09 a excepción de su art. 3º, debiendo dictar en su reemplazo uno que respete lo establecido en los art. 30 y 43 de la Ley 4764 en lo que hace a la formulación de cargos. 

El Dr. Martín Durbal Jorge en representación del Dr. Carlos Alberto Alvarado presentó recurso contencioso administrativo contra la Resolución Nº 18-RBP-09 del 04 de junio de 2009 dictada por el Consejo de Administración de C.A.P.S.A.P., solicitando se mantenga vigente la Resolución Nº 17-RBP-09 y que el cargo determinado en el artículo 3 de esta última disposición se reformule teniendo en consideración lo determinado en el artículo 43 de la Ley Nº 4764. 

El Dr. Alvarado solicitó a C.A.P.S.A.P el beneficio de jubilación ordinaria previsto en los art. 45 y concordantes de la Ley Nº 4764, el cual le fue otorgado mediante Resolución Nº 17-RBP-09. El art. 3 de dicha disposición determinaba que debía abonar como mínimo el 30% del cargo formulado al momento de la solicitud y el saldo financiado en 12 cuotas sin interés de acuerdo a lo que establece el art. 43 de la Ley 4764. 

El actor interpuso recurso de revocatoria contra el art. 3 de la Resolución Nº 17-RBP-09, en consideración a que el porcentaje del 30% que establecía dicho resolutorio, es contrario al máximo estipulado en el art. 30 inc. 4 de la Ley 4764 que dispone un límite del 20% de deducciones a favor de la caja. 

El Consejo de Administración de C.A.P.S.A.P. resuelve dejar sin efecto la totalidad de la resolución atacada por el recurso de revocatoria, denegando el pedido de jubilación ordinaria a través de Resolución Nº 18-RBP-09, obligando al actor a interponer recurso contencioso administrativo contra dicha resolución, en virtud de verse agraviado porque el acto atacado es ilegítimo por haber violado el debido proceso, el derecho de defensa, y los de propiedad e igualdad. 

El actor expresa en su escrito de demanda, que el Consejo de Administración incurre en incongruencia procesal, dado que lo que se solicita en el recurso de reconsideración es la reforma del porcentaje determinado en art. 3 de la resolución que otorgara el beneficio de jubilación ordinaria, y con su decisión dicho ente administrativo provocó una “reformatio in peius”, esto es, ha colocado al peticionante en situación peor a la que se encontraba antes del recurso, lo que es inaceptable atento el perjuicio que le ocasiona. 

El rechazo del otorgamiento del beneficio de jubilación ordinaria -sostiene- vulnera el derecho a la igualdad consagrado constitucionalmente, en razón de que a otros letrados en iguales circunstancias se concedió dicha solicitud. También arguye desconocimiento del derecho y que el demandado interpretó y aplicó de manera errónea las leyes Nº 4764, 4154 y 4723; en conclusión solicita se declare nula, en forma absoluta, la Resolución Nº 18- RBP-09. 

Contesta demanda C.A.P.S.A.P. con representación letrada del Dr. Carlos Fernando Aprile, y el patrocinio letrado de la Dra. Viviana Slame, realizando negativas en general y particular de los dichos vertidos por el actor, determinando que el solicitante no cumplía con los requisitos para obtener la jubilación ordinaria ya que de las constancias del expediente administrativo Nº 855 surgía de manera indubitable que el actor ya se encontraba acogido al beneficio jubilatorio, bajo el régimen de la Ley Nº 4154/85. 

Arguye C.A.P.S.A.P. la potestad revocadora que inviste al Consejo de Administración, a fin de reestablecer la legalidad administrativa y la verdad material para anular la Resolución Nº 17-RBP-09 que otorgaba el beneficio jubilatorio al Dr. Alvarado, alegando a su favor doctrina y jurisprudencia en ese sentido, a la que remito en honor a la brevedad y economía procesal. 

Cumplidos los trámites procesales pertinentes, producida la prueba y los alegatos, la Sala I del Tribunal Contencioso Administrativo dictó sentencia el 17 de Junio del 2011, haciendo lugar al recurso contencioso administrativo presentado por la actora, revocó la resolución atacada, manteniendo la vigencia de la Resolución 17-RBP-09, en virtud del art. 34 de la Ley Nº 4764, y establece a su vez la anulación del artículo 3 de la Resolución 17-RBP-09, debiendo este último ajustarse al lo determinado en el artículo 43 de la Ley 4764. 

Contra dicha sentencia se alza en recurso de inconstitucionalidad C.A.P.S.A.P con representación del Dr. Diego Zurueta con patrocinio letrado de la Dra. Viviana Slame, en virtud de agraviarse por considerar que la sentencia dictada por la Sala I del Tribunal Contencioso Administrativo, carece de debida fundamentación legal, resultando irrazonable e incurriendo en dogmatismo contrarios a la ley, conforme las siguientes quejas: 

Se agravia el recurrente en primer término por la falta de consideración del Tribunal a quo de los planteos realizados por su parte con respecto a las resoluciones 1733-B-914 y 180-B-91, en las que se le otorga la jubilación ordinaria al actor del proceso principal conforme la Ley Nº 4154/85. 

En relación con el agravio expresado en el párrafo anterior prosigue el quejoso expresando que el Consejo de Administración de C.A.P.S.A.P tiene potestades revocatorias de los actos administrativos por ellos dictados, en razón de la ilegitimidad. 

Como segunda y última queja expone que la sentencia está viciada por una fundamentación dogmática aparente, porque el Tribunal de grado no tuvo en cuenta el precedente judicial sentado por el Tribunal Superior de Justicia en la causa “Acción Autónoma de Inconstitucionalidad: De los Ríos, Marcela c/ Legislatura Provincial”. 

Habiéndosele corrido traslado de ley a la contraria, respondió el Dr. Martín Durbal Jorge, en representación del Dr. Carlos Alberto Alvarado, oponiéndose a los planteos realizados por el recurrente, en virtud de alegar que el recurso articulado se encuentra desprovisto de fundamentos y que la sentencia atacada no contiene vicio de arbitrariedad, consistiendo la queja del accionante sólo una mera disconformidad con los fundamentos expuestos en el resolutorio motivo de embate. 

Cumplido los trámites procesales de rigor, se remiten los autos en consideración del Ministerio Público Fiscal, emitiendo dictamen a fojas 90/94 la Sra. Fiscal General Adjunta, quien se pronuncia por el rechazo del recurso articulado por C.A.P.S.A.P. con representación del Dr. Diego Zurueta y patrocinio letrado de la Dra. Viviana Slame, remitiéndome a dichas argumentaciones en razón de la brevedad y anticipando que comparto dicha opinión. 

Firme el llamado de autos, la causa está para resolver. 

En ese orden me pronuncio, como dije y anticipando voto, por el rechazo del recurso deducido por C.A.P.S.A.P, por las razones que paso a exponer: 

Luego de analizadas las constancias de autos, arribo a la conclusión de la improcedencia del recurso tentando, porque considero que la sentencia dictada por el Tribunal de grado se halla suficientemente razonada y totalmente desprovista de arbitrariedad. 

Como ya se pronunciara este Superior Tribunal de Justicia en forma reiterada, la mera discrepancia del recurrente con lo determinado en la resolución atacada no conforma requisito de admisibilidad, esto así, en sintonía con lo establecido a su turno por nuestra Suprema Corte de Justicia de la Nación al expresar que: “La doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto corregir fallos equivocados lo que se consideren tales sino que atiende solamente a supuestos de excepción en los que, fallas de razonamiento lógico en que se sustenta la sentencia, o una manifiesta carencia de fundamentación normativa, impiden considerar el pronunciamiento apelado como un acto jurisdiccional válido (Fallos: 304:279)”. 

La Sala I del Tribunal Contencioso Administrativo, realizó un pormenorizado análisis de las cuestiones planteadas en el que estoy en un todo de acuerdo. 

La facultad que ostenta todo órgano administrativo de revisar y revocar sus resoluciones cuando están viciadas y son nulas, de nulidad absoluta, es un criterio confirmado y también sostenido por nuestra Corte Suprema de Justicia Nacional y por este Superior Tribunal de Justicia. Sin embargo, el límite a esta situación está dado por la afectación a derechos de terceros y como consecuente, en especial, el derecho de defensa. 

Siguiendo a Marienhoff, la revocabilidad del acto administrativo no puede ser inherente a su esencia, ni puede constituir el principio general en esta materia, la revocación del acto administrativo es una medida excepcional, verdaderamente anormal y que sólo procede en supuestos de discordancia actual del acto con el interés público o de violación originaria del orden jurídico positivo, es decir, que la revocación no puede ser la regla, solo excepción y en las condiciones que la propia ley establece (MARIENHOFF, Miguel S., Tratado de Derecho Administrativo, t. II, Buenos Aires, Abeledo Perrot, 1966, p. 578 y SS.) 

La evolución del instituto “revocación” nos indica que si bien en un principio se había considerado la inestabilidad del acto administrativo como regla, y por lo tanto, era esencialmente revocable, a partir del fallo de la Corte Suprema en autos "Carmen de Cantón", se reconoció la estabilidad de los actos administrativos regulares que hubieren causado estado y generado derechos adquiridos. 

En el caso en estudio, la Resolución Nº 17-RBP-09 dictada por el Consejo de Administración de C.A.P.S.A.P, fue notificada al Dr. Alvarado habiendo quedado firme su resolutorio, a excepción del art. 3 que es recurrido por el solicitante en virtud de haber incongruencia con lo allí establecido y la normativa a aplicar. 

En consecuencia, el Consejo de Administración de CAPSAP, no está facultado para dictar una nueva resolución revocando una anterior que se encontraba firme y consentida, mas allá del fondo del asunto que se tratara oportunamente. 

La Resolución 18-RBP-09, es ilegítima porque es contraria a derechos fundamentales del administrado, como son los de defensa e igualdad ante la ley, y por supuesto que está viciada de incongruencia al haber resuelto sobre una cuestión distinta a la llevada a examen por el actor. La supresión del beneficio otorgado, causa gravamen irreparable al solicitante. 

En virtud de ello y tal cual se expidiera la doctrina, este tipo de actos sólo pueden ser declarados nulos por vía judicial, no estando autorizado el órgano administrativo para revocar, siendo este el límite reconocido a la potestad de la administración de anular o modificar actos que ya han causado estado. 

Existen distintos laudos en los que se sigue esta regla; así en el fallo “Furlotti” de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, el Instituto Nacional de Vitivinicultura no se encontraba habilitado para revocar en sede administrativa porque se habían generado derechos subjetivos a favor de la actora. Allí se establece: “la obligación de la administración pública de revocar en sede administrativa sus actos irregulares, salvo que el acto se encontrara firme y consentido y hubiere generado derechos subjetivos que se estén cumpliendo, supuesto en el cual sólo se podrá impedir su subsistencia y la de sus efectos aún pendientes, mediante declaración judicial de nulidad” (considerando 6 -Furlotti Setien Hnos. S. A. C. Instituto Nacional de Vitivinicultura. Buenos Aires, 23 de abril 23 de 1991). 

Sólo a título de mayor abundamiento, digo, que sobre el análisis de si es pertinente o no el beneficio jubilatorio solicitado por el Dr. Alvarado a C.A.P.S.A.P., hay que tener en cuenta la normativa aplicable y la concordancia e interpretación de las normas. 

Con anterioridad al régimen actual de jubilaciones y pensiones para profesionales del derecho creado por la Ley Nº 4764, donde la actual Caja de abogados y procuradores es el ente autónomo encargado de articular este tipo de beneficios, el sistema estaba contemplado por la Ley Nº 4157/85 que determinaba el régimen previsional para abogados y procuradores de carácter provincial, a cargo del ex Instituto Provincial de Previsión Social. 

Al crearse la nueva caja por Ley Nº 4764 no recibe por parte de la provincia y el ex IPPS los fondos de los aportes realizados, en razón de ser C.A.P.S.A.P un ente autónomo e independiente del Estado con fondos propios. En virtud de ello es que encuentra fundamento lo expresado por el Tribunal sentenciante, basando su resolutorio en el art. 34 de la Ley Nº 4764, el cual establece que las prestaciones y beneficios 

derivados de la presente ley son compatibles con los provenientes de otros regímenes, cualquiera fuera su naturaleza sin perjuicio de lo que establezcan los convenios de reciprocidad. 

El Dr. Alvarado accede al beneficio otorgado por la ley Nº 4157, en razón de los aportes a ella realizados durante la vigencia de dicho régimen, los cuales son independientes y compatibles con el beneficio solicitado a C.A.P.S.A.P.. En consecuencia, el beneficio otorgado por Resolución 17-RBP-09 es legítimo y ajustado a derecho debiendo mantener vigencia y por ello, en contraposición, debe dejarse sin efecto la Resolución 18-RBP-09. 

Meritando lo expuesto, propicio el rechazo del recurso tentado por C.A.P.S.A.P. y en consecuencia confirmar la sentencia de la Sala I del Tribunal en lo Contencioso Administrativo. Las costas de esta instancia deberán imponerse a la recurrente vencida (artículo 102 del Código Procesal Civil) y diferirse la regulación de los honorarios profesionales hasta tanto se cuente con base firme para ello. 

Los Doctores del Campo, Bernal, Jenefes y González adhieren al voto que antecede. 

Por ello el Superior Tribunal de Justicia de la Provincia de Jujuy, 

Resuelve: 

1º) Rechazar al recurso de Inconstitucionalidad deducido por el Dr. Diego Zurueta con el patrocinio letrado de la Dra. Viviana Slame en representación de la Caja de Asistencia Previsional para Abogados y Procuradores de la Provincia de Jujuy, en consecuencia confirmar la sentencia de fecha 17 de junio de 2011 dictada por la Sala I del Tribunal en lo Contencioso Administrativo. 

2º) Imponer las costas a la recurrente vencida y diferir la regulación de honorarios profesionales hasta tanto se cuente con base firme para ello. 

3º) Registrar, agregar copia en autos y notificar por cédula. 

Firmado: Dra. Clara Aurora De Langhe de Falcone; Dr. José Manuel del Campo; Dra. María Silvia Bernal; Dr. Sergio Marcelo Jenefes; Dr. Sergio Ricardo González. 

Ante mí: Dra. María Jesús Cosimano – Prosecretaria Técnica de Juzgado.

